
con-texto • revista de derecho y economía • n.º 49 • enero-junio 2018 • pp. 49-67

a
n

á
l

is
is

 e
c

o
n

ó
m

ic
o

  

¿Por qué los beneficios 
contenidos en la Ley 1340 
de 2009 no constituyen 
un incentivo suficiente 
para generar la delación 
de conductas restrictivas 
de la competencia?1

eileen vÁsquez Pérez2

resumen

A partir de un ejercicio de análisis económico del Artículo 14 de la Ley 1340 de 2009, 
a través del cual se consagran incentivos para la delación de prácticas anticompetitivas, 
este artículo demuestra que los beneficios contenidos en la citada norma no constituyen 
un incentivo suficiente para generar la delación de conductas restrictivas de la compe-
tencia. El análisis presentado tiene su origen en tres hipótesis construidas a partir de 
principios, teorías y conceptos económicos: (i) si existe una investigación en curso por 
parte de la Superintendencia de Industria y Comercio, y el ente, en el momento de 
llegar a los descargos, tiene suficientes pruebas para imponer la multa contenida en el 
ordenamiento jurídico, entonces solo habrá incentivo suficiente para el primer delator; 
(ii) si existe una investigación en curso por parte de la Superintendencia de Industria y 
Comercio, y el ente, en el momento de llegar a los descargos, no tiene suficientes pruebas 
para imponer la multa, entonces, el agente económico no delatará ni colaborará con la 
investigación de forma alguna, y (iii) si no existe una investigación en curso por parte 
de la Superintendencia de Industria y Comercio, entonces, ningún agente económico 

1 Fecha de recepción: 13 de abril de 2018. Fecha de aceptación: 30 de mayo de 2018. Para citar el artículo: 
vásquEz PérEz, E. (2018). “¿Por qué los beneficios contenidos en la Ley 1340 de 2009 no constituyen 
un incentivo suficiente para generar la delación de conductas restrictivas de la competencia?”, en Revista 
Con-texto, n.º 49, pp. 49-67. doi: https://doi.org/10.18601/01236458.n49.04

2 Abogada, Especialista en Responsabilidad y Seguros y estudiante de la Maestría de Derecho del Co-
mercio de la universidad del norte. correo-e: laly_vasquez_p@hotmail.com
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delatará o confesará su participación en una práctica restrictiva de la competencia. De lo 
anterior, se concluye que en todo caso solo en el evento de que exista una investigación 
en curso por prácticas restrictivas de la competencia, el primer delator, y solo este, se 
verá incentivado a confesar.

Palabras clave: Delación, Conductas restrictivas de la competencia, Análisis Eco-
nómico del Derecho, Incentivo, Costo-beneficio, Riesgo.

Why can't the BeneFits BrouGht By the LaW 1340/09 do not  
maKe a Good enouGh incentive needed to Generate deLation 
REFERRING RESTRICTIVE COMPETENCE BEHAVIORS?

ABSTRACT

From an exercise of economic analysis of Article 14 of Law 1340 of 2009, through which 
incentives are established for the delation of anti-competitive practices, this article de-
monstrates that the benefits contained in the aforementioned norm do not constitute 
a sufficient incentive to generate the accusation of restrictive behaviors of the com-
petition. The analysis presented has its origins in three hypotheses constructed from 
principles, theories, and economic concepts: (i) if there is an ongoing investigation by 
the Superintendence of Industry and Commerce and the entity, at the time of reaching 
the discharges, has sufficient evidence to impose the fine contained in the legal system, 
then there will be only sufficient incentive for the first reporter, (ii) if there is an ongoing 
investigation by the Superintendence of Industry and Commerce and the entity, at the 
time of reaching the discharges, does not have enough evidence to impose the fine, then 
the economic agent will not disclose or collaborate with the investigation in any way 
and (iii) if there is no ongoing investigation by the Superintendence of Industry and 
Commerce, then no agent economic will betray or confess its participation in a restric-
tive practice of competition. From the above it is concluded that in any case only in the 
event that there is an ongoing investigation for restrictive practices of competition, the 
first informer, and only this one, will be encouraged to confess.

Keywords: Delation, Restrictive behaviors of the competition, Economic analysis 
of law, Incentive, Cost-benefit, Risk.

introducción

En nuestro ordenamiento jurídico actual, es fácil decir que la libre competencia ha sido 
una preocupación de origen constitucional. Ello se explica desde la protección establecida 
para ella en el Artículo 333 de la Carta Política, el cual dispone que “la libre competencia 
económica es un derecho de todos” (1) y que “el Estado, por mandato de la ley, impedirá 



51¿Por qué los beneficios contenidos en la Ley 1340 de 2009 no constituyen un incentivo suficiente…

con-texto • revista de derecho y economía • n.º 49 • enero-junio 2018 • pp. 49-67

a
n

á
l

is
is

 e
c

o
n

ó
m

ic
o

  

que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso 
que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional” (1).

Lo anterior justifica la necesidad estatal de proferir leyes y decretos reglamentarios 
que garanticen la protección de la libertad económica.

Es así como en el año 2009 se promulgó la Ley 1340[3], cuya finalidad, de acuerdo 
con la exposición de motivos, era “fortalecer la promoción y defensa de la competencia” 
(2). Lo que se buscaba, entre otros, a través de la imposición de multas superiores a las 
que existían a la fecha y el otorgamiento de beneficios a los colaboradores en investi-
gaciones por violación a normas relativas a las prácticas restrictivas de la competencia, 
era desincentivar dichas prácticas e incentivar la confesión y delación por parte de los 
infractores (2, 3).

En este contexto, es importante preguntarse si, en efecto, el Artículo 14 de la Ley 
1340 de 2009[4], reglamentado a través del decreto 1523 de 2015[5], trae consigo un 
incentivo suficiente para que los infractores confiesen y/o delaten las prácticas que infrin-
gen la libre competencia ante la Superintendencia de Industria y Comercio. En efecto, 
existen autores que afirman que el beneficio traído por la normatividad vigente, es decir, 
la posibilidad de ser exonerado total o parcialmente de la sanción pecuniaria constituye 
un incentivo suficiente para conseguir la confesión y delación a que se hizo referencia 
(4, p. 20; 5, secs. 9, 12, 15, 6, 7, pars. 2, 4, 6).

No obstante lo anterior, la Superintendencia de Industria y Comercio, en agosto de 
2015, presentó un proyecto de ley que buscaba “fortalecer el régimen de beneficios por 
colaboración o delación para incentivar a las compañías a delatar carteles empresaria-
les” (8) el cual, si bien fue archivado por retiro del autor en abril de 2016 (9), pone en 

3 “Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la competencia”.
4 Artículo 14. Beneficios por Colaboración con la Autoridad. La Superintendencia de Industria y Co-

mercio podrá conceder beneficios a las personas naturales o jurídicas que hubieren participado en una 
conducta que viole las normas de protección a la competencia, en caso de que informen a la autoridad 
de competencia acerca de la existencia de dicha conducta y/o colaboren con la entrega de información 
y de pruebas, incluida la identificación de los demás participantes, aun cuando la autoridad de compe-
tencia ya se encuentre adelantando la correspondiente actuación. Lo anterior, de conformidad con las 
siguientes reglas:

 1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la multa que le sería impuesta. No 
podrán acceder a los beneficios el instigador o promotor de la conducta.

 2. La Superintendencia de Industria y Comercio establecerá si hay lugar a la obtención de beneficios 
y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información que se suministre, teniendo en 
cuenta los siguientes factores:

 a). La eficacia de la colaboración en el esclarecimiento de los hechos y en la represión de las conductas, 
entendiéndose por colaboración con las autoridades el suministro de información y de pruebas que 
permitan establecer la existencia, modalidad, duración y efectos de la conducta, así como la identidad 
de los responsables, su grado de participación y el beneficio obtenido con la conducta ilegal.

 b). La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración”.
5 “Por medio del cual se reglamenta el artículo 14 de la Ley 1340 de 2009 y se modifica el Capítulo 29 del Título 2 

de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo, Decreto 1074 de 2015, 
sobre beneficios a las personas naturales y jurídicas que colaboren en la detección y represión de acuerdos restrictivos de la 
libre competencia”.
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 evidencia que incluso el ente investigador de los asuntos relativos a las restricciones de la 
competencia al menos duda de que los beneficios contenidos en el ordenamiento jurídico 
constituyan un incentivo para la delación. En concordancia con lo anterior y contrario 
a la posición mayoritaria, el presente artículo pretende exponer, utilizando el Análisis 
Económico del Derecho bajo la perspectiva de la escuela neoclásica de la Economía, que 
los beneficios contemplados en el Artículo 14 de la Ley 1340 de 2009 no constituyen un 
incentivo suficiente para generar la confesión y delación de los infractores de las normas 
que protegen la libertad de competencia.

La tesis planteada se sustentará a partir de tres hipótesis que serán desarrolladas en 
el presente artículo. Los siguientes son los supuestos: (i) si existe una investigación en 
curso por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio y el ente, al momento 
de llegar a los descargos, tiene suficientes pruebas para imponer la multa, entonces, 
solo habrá incentivo suficiente para el primer delator; (ii) si existe una investigación en 
curso por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio y el ente, al momento 
de llegar a los descargos, no tiene suficientes pruebas para imponer la multa, entonces, 
el agente económico no delatará ni colaborará con la investigación de forma alguna, y 
(iii) si no existe una investigación en curso por parte de la Superintendencia de Industria 
y Comercio, entonces, ningún agente económico delatará o confesará su participación 
en una práctica restrictiva de la competencia.

Para ello, el presente artículo se dividirá en tres secciones: la primera, sobre la es-
cuela neoclásica de la Economía, centrándose especialmente en los diez principios de 
Mankiw; la segunda, un aparte sobre Análisis Económico del Derecho, concentrándose 
en la construcción de hipótesis económicas como herramienta para las predicciones, 
las normas como incentivos para los agentes y la incertidumbre y el riesgo como ele-
mentos que afectan la toma de decisiones de los agentes, y la tercera, sobre el Artículo 
14 de la Ley 1340 de 2009 y el decreto 1523 de 2015, en el cual se entrará a defender 
la tesis planteada, a partir de los escenarios previamente enunciados y haciendo uso de 
los conceptos y teorías expuestos en las secciones anteriores. Finalmente, se expondrán 
brevemente las conclusiones recogidas a lo largo del artículo.

A continuación, se iniciará con la sección primera sobre la Economía y escuela 
neoclásica, exponiendo brevemente los elementos necesarios para abordar con pleno 
entendimiento el tema central del presente artículo, tal y como se expuso en el párrafo 
precedente.

La economía y La escueLa neocLásica

La Economía es una ciencia cuyo objeto es el “estudio de la forma como los agentes 
económicos toman sus decisiones y el análisis de las consecuencias que se derivan de la 
adopción de dichas decisiones” (10, p. 3). Así, la Economía realiza predicciones sobre 
dichos comportamientos, desde la óptica de diferentes escuelas.

En particular, la corriente neoclásica de la Economía parte de varios supuestos sobre 
los cuales fundamenta todos sus planteamientos; estos son: “1. Los agentes económicos 
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se definen por sus dotaciones de bienes físicos y derechos sobre las ganancias de las 
firmas, sus preferencias y por sus dotaciones iniciales. 2. Existe un conjunto de produc-
ción disponible para las firmas dadas 3. Todos los agentes tratan los precios paramétri-
camente. 4. Todos los agentes son racionales y deciden el conjunto de acciones que les 
represente lo mejor respecto a sus preferencias y de acuerdo con ciertos precios dados. 
5. el mercado y el sistema de precios son los mecanismos de relación entre los individuos, 
con los que se deben lograr la compatibilidad de las decisiones económicas privadas y 
resultados aceptables” (11).

De las anteriores hipótesis, se destaca, por ser relevante para el presente artículo, la 
cuarta de ellas, es decir, la racionalidad que todos los agentes tienen, por lo que su toma 
decisiones siempre será la mejor, conforme a sus preferencias. (11, p. 283; 12, sec. 2). 
Así, debe tenerse en cuenta que la racionalidad de los individuos atiende a que “los re-
cursos son escasos, existe un costo de oportunidad, las decisiones se toman en el margen 
y […] las personas aprovechan las oportunidades para mejorar” (13, p. 278). Lo anterior, 
implica que la concepción de racionalidad de los teóricos de la Economía neoclásica 
consiste en que los agentes económicos siempre optan por la elección más favorable a 
ellos, dentro del conjunto de posibles alternativas (14, p. 1).

No obstante lo anterior, la racionalidad no implica indefectiblemente que los indivi-
duos sean infalibles en el cálculo, sino que el agente maximizará sus preferencias bajo el 
esquema de análisis de costo-beneficios, teniendo en cuenta que aquellas son puramente 
subjetivas (15, p. 43).

En este sentido, son aplicables a esta teoría los diez principios de la Economía de 
grEgory Mankiw, los cuales son: (i) los individuos se enfrentan a disyuntivas; (ii) el 
costo de una cosa es a lo que se renuncia por poder acceder a ella; (iii) las personas ra-
cionales piensan en términos marginales; (iv) los individuos responden a incentivos; (v) 
el comercio mejora el bienestar; (vi) los mercados constituyen un buen mecanismo de 
organización; (vii) el Estado puede mejorar los resultados del marcado en algunas oca-
siones; (viii) la calidad de vida de un país depende de su capacidad de producción; (ix) 
los precios son mayores a mayor cantidad de dinero impreso, y (x) la sociedad enfrenta 
la disyuntiva entre desempleo e inflación (16, pp. 3-9).

Para el presente artículo, es del caso resaltar los principios uno, tres y cuatro por su 
especial relación con la conducta que adoptan los agentes económicos, partiendo de la 
base, como ya se dijo, de que estos son racionales.

Así, de acuerdo con Mankiw (16, p. 4), el primer principio consiste en que cuando 
un agente quiere obtener algo, debe renunciar a otra cosa para ello. Es decir, que el solo 
hecho de que existan disyuntivas implica la toma de decisiones en las que el individuo 
se ve obligado a elegir entre dos objetivos.

De otra arista, el tercer principio de la Economía consiste en aceptar que en la vida 
existen zonas grises y que las opciones para escoger no siempre serán blanco y negro, 
por lo que, para la toma de la decisión más favorable, se debe partir de los cambios 
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marginales6, es decir, comparando los beneficios marginales con los costos marginales 
de una y otra elección, eligiendo aquella en que los costos marginales sean inferiores a 
los beneficios marginales (16, p. 5). Por este motivo, los agentes basan sus decisiones 
en un análisis del costo-beneficio, que, según azquETa (17)con respecto a las causas 
de la degradación del medio natural que tienen su origen en la esfera de la economía, 
y que son la mayoría. Comprender e identificar estas variables es algo fundamental a la 
hora de resolver los problemas ambientales. En segundo lugar, con respecto a los costes, 
también económicos, que para la sociedad supone esta pérdida de recursos naturales y 
ambientales. una buena gestión de los recursos de la biosfera se facilita notablemente 
si se cuenta con una valoración económica de los mismos, aun cuando se sea consciente 
de que el valor económico es, por definición, únicamente una parte de su valor total. En 
tercer lugar, la Economía Ambiental ofrece un análisis riguroso de las distintas medidas 
que podrían adoptarse para tratar de revertir el proceso de degradación ambiental: de su 
eficacia, de su eficiencia, y de sus implicaciones sobre el resto de variables económicas 
(empleo, competitividad, equidad, etc., citado por TiraDo (18), es la “formalización de 
una práctica cotidiana: sopesar las ventajas e inconvenientes de una determinada alter-
nativa, sea en sí misma o en comparación con otras”.

Por su parte, el cuarto principio establece que los agentes económicos responden a 
los incentivos, es decir, a los estímulos “que se ofrece a una persona, grupo o sector de 
la Economía” (19). Por lo anterior, este puede ser considerado como una consecuencia 
directa del tercero, en tanto, bajo el esquema de decisiones, el análisis del costo-beneficio, 
la decisión tomada o la conducta desplegada por los individuos cambia, si varía el coste 
o los beneficios; por este motivo, los poderes públicos no pueden desconocer ni olvidar 
los incentivos, debido que los individuos toman las decisiones basados en ellos (16, p. 5).

En síntesis, la economía busca predecir las conductas de los agentes y, para ello, 
construye teorías basadas en diferentes escuelas, como lo es la neoclásica, desde la cual 
se fundamenta el presente artículo y que parte de la base de la racionalidad de los agentes 
y, por ello, se fundamenta en que las elecciones de los individuos, conforme a sus pre-
ferencias, siempre se harán escogiendo la mejor alternativa, dado el respectivo análisis 
de costos y beneficios marginales del caso.

eL anáLisis económico deL derecho

Sea lo primero decir que la subdisciplina denominada Análisis Económico del Derecho 
busca que, “a partir de categorías de tipo económico, […] se desarrollen un conjunto de 
teorías respecto del derecho como institución” (15, p. 35). es así como la importancia del 
Análisis Económico del Derecho se hace evidente, sin lugar a dudas, cuando se pretende 
“conocer, explicar y predecir cómo interacciona el sistema jurídico con la realidad, esto 
es, cuál es o puede ser el impacto del Derecho sobre dicha realidad y, viceversa, cómo 
influye ésta sobre aquél” (20, p. 119). Así, el Análisis Económico del Derecho es una 

6 Los cambios marginales son “pequeños ajustes adicionales de un plan de acción” (mankiw, 2012, p. 5).
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herramienta o instrumento de predicción en relación a cómo actuará la sociedad frente 
a una determinada norma jurídica, partiendo de categorías de tipo económico.

Entonces, para realizar un análisis económico se debe echar mano no solo de los 
supuestos o postulados económicos enunciados y desarrollados en la primera sección de 
este artículo, sino que también se debe buscar apoyo en los instrumentos ofrecidos por 
dicha ciencia, de los cuales se destacarán aquellos de los que se hará uso en el siguiente 
acápite de este texto cuando se realice el estudio de los beneficios del Artículo 14 de 
la Ley 1340 de 2009, como la construcción de hipótesis económicas –que se utilizará 
cuando se elaboren los escenarios a que se hizo referencia en la introducción–, de las 
normas como incentivos y la incertidumbre y el riesgo como elementos que afectan a 
las decisiones de los agentes en relación con los incentivos o desincentivos propuestos 
por las instituciones jurídicas.

Sobre las hipótesis económicas es pertinente señalar que se caracterizan por conte-
ner tres elementos esenciales, a saber: supuestos, términos y condiciones, los cuales se 
explicarán a continuación (21, p. 217).

En cuanto al primero de estos elementos, se debe precisar que tiene como finalidad 
delimitar la realidad de la cual se pretende ocupar la hipótesis económica o, dicho en 
otras palabras, excluye aquellas situaciones o fenómenos que ocurren y que no se abar-
carán a través de ella (21, p. 217).

En lo relativo al segundo de los aspectos estructurales, se debe decir que, en este 
contexto, la palabra término, según Stigler (22), citado por cossío Díaz (21, p. 217), 
debe ser entendida como los “conceptos económicos fundamentales”, los cuales sirven 
como criterio para organizar el material empírico de cada ciencia y, para el caso en par-
ticular, serán aquellos en los que siente sus bases la Economía para efectuar el análisis 
de las instituciones jurídicas.

En lo atinente al tercer componente, comoquiera que la función de cualquier hipó-
tesis es predecir, se podría decir que el contenido de dicho elemento es susceptible de 
ser resumido bajo la expresión “que la aserción de comportamiento ‘a’ implica que si las 
condiciones de la prueba ‘c’ son válidas (realistas), entonces, ocurrirán los ciertos eventos 
‘e’”7 (23) citado por (21, p. 219). Lo anterior quiere decir que la validez de una hipótesis 
económica depende de si se comprueba al contrastar la realidad con la hipótesis en las 
condiciones establecidas por ella (21, p. 220).

En lo que respecta a las normas como incentivo, se debe precisar que es fácil afirmar 
que el Derecho influye en la conducta de la sociedad a la que regula. Lo anterior en la 
medida en que contempla premios o beneficios y sanciones, los cuales son factores que 
incentivan o desincentivan a los individuos a actuar o abstenerse de actuar de una u otra 
manera (24, para. 5). así, cuando los agentes toman las decisiones jurídicas de “no ma-
tar, no evadir impuestos, no faltar al trabajo, habilitarse para el ejercicio de actividades 
restringidas, someterse a instituciones […] como respuestas a los incentivos dados por 

7 traducción propia; el texto original reza así: “that the behavioral assertion ‘a’ imply (sic) that if the test conditions 
‘c’ are valid (realistic), then the certain events ‘e’ will occur”.
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la norma, generalmente negativos, en forma de sanción”8 (25, sec. 2.2). es por ello que 
cualquier incremento de los beneficios o disminución de los costes de una elección ge-
nera un incentivo para los agentes (20, p. 102).

Finalmente, según el diccionario de la Real Academia Española (19), riesgo significa 
contingencia y este concepto a su vez se define como la “posibilidad de que algo suceda 
o no suceda”. Así, en materia económica, las decisiones de los individuos se orientarán 
en uno u otro sentido, en la medida en que estos conozcan la probabilidad de ocurren-
cia de la consecuencia y le asignen un valor, de manera tal que intuyan el riesgo en cada 
evento (15, p. 62). Por tal motivo, “el riesgo depende entonces del valor asignado a las 
variables que presenten ausencia de información en su comportamiento. Estas variables 
representan la posible ocurrencia de un hecho” (15, p. 64); valor que dependerá del nivel 
de incertidumbre que, a su vez, es reducido cuanta más información se tenga (15, p. 62).

En síntesis, para el análisis económico del Derecho, no basta el hacer uso de las 
teorías económicas, sino que se deben aplicar al menos algunas de las herramientas o 
instrumentos que ofrece dicha disciplina, como lo son la construcción de hipótesis eco-
nómicas, el estudio de las normas como incentivos y la incertidumbre y el riesgo como 
elementos que afectan a las decisiones de los agentes en relación con los incentivos o 
desincentivos propuestos por las instituciones jurídicas.

eL anáLisis económico deL artícuLo 14 de La Ley 1340 de 2009  

y eL decreto 1523 de 2015

Se dice que “los programas de delación, clemencia o beneficios por colaboración son 
la herramienta más efectiva en el mundo para detectar los carteles empresariales y sal-
vaguardar a los consumidores, la Economía y el buen funcionamiento de los mercados” 
(7, sec. 4.1). 

No obstante lo anterior, desde que la ley que previó los beneficios entró en vigencia, 
tan solo se han visto resultados por delación en cuatro de veintiún oportunidades9, en 
las cuales se han investigado conductas restrictivas de la competencia en vigencia del 
decreto 1523 de 2015, lo que no parece un panorama siquiera remotamente alentador, 
pese a haber sido reportado como el gran logro en materia de competencia por parte de 
la superintendencia de industria y comercio ocurrido en la vigencia del año 2016 (4, 
p. 40; 26, pp. 4-5). así, bajo esta norma, es decir, entre los años 2015 y 2016, el ente 
competente ha logrado imponer sanciones producto de la colaboración de empresas y 
particulares en los casos de los denominados carteles de pañales, papel higiénico y cua-
dernos, en los cuales se vio involucrada la empresa Kimberly Clark, siempre intentando 
acogerse al beneficio (27, pp. 379–383).

8 traducción propia; el texto original reza así: “não matar, não sonegar impostos, não faltar ao trabalho, habilitar-se 
para o exercício de atividades restritas, submeter-se a instituições. Todas essas são decisões jurídicas, eis que se configuram 
como respostas aos incentivos dados pela norma – geralmente negativos, em forma de sanção”.

9 Ver Anexo 1.



57¿Por qué los beneficios contenidos en la Ley 1340 de 2009 no constituyen un incentivo suficiente…

con-texto • revista de derecho y economía • n.º 49 • enero-junio 2018 • pp. 49-67

a
n

á
l

is
is

 e
c

o
n

ó
m

ic
o

  

Ahora bien, previo al estudio de los escenarios planteados en la parte introductoria 
del presente texto, es del caso mencionar que el Artículo 14 de la Ley 1340 de 2011 
establece un régimen de beneficios legales para quienes informen o colaboren con la 
autoridad en investigaciones sobre conductas que puedan vulnerar la libre competen-
cia; lo cual, en principio, pareciera ser suficiente para incentivar la confesión y delación 
sobre la existencia y participación en conductas que vulneren las normas sobre la libre 
competencia. La norma ibídem reza así:

La Superintendencia de Industria y Comercio podrá conceder beneficios a las personas 
naturales o jurídicas que hubieren participado en una conducta que viole las normas de pro-
tección a la competencia, en caso de que informen a la autoridad de competencia acerca de 
la existencia de dicha conducta y/o colaboren con la entrega de información y de pruebas, 
incluida la identificación de los demás participantes, aun cuando la autoridad de competen-
cia ya se encuentre adelantando la correspondiente actuación. Lo anterior, de conformidad 
con las siguientes reglas: 1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de 
la multa que le sería impuesta. No podrán acceder a los beneficios el instigador o promotor 
de la conducta. 2. La Superintendencia de Industria y Comercio establecerá si hay lugar a la 
obtención de beneficios y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información 
que se suministre, teniendo en cuenta los siguientes factores: a). La eficacia de la colaboración 
en el esclarecimiento de los hechos y en la represión de las conductas, entendiéndose por 
colaboración con las autoridades el suministro de información y de pruebas que permitan 
establecer la existencia, modalidad, duración y efectos de la conducta, así como la identidad 
de los responsables, su grado de participación y el beneficio obtenido con la conducta ilegal. 
b). La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración.

Expedida la ley que nos ocupa, se hizo menester reglamentar el programa de beneficios 
que traía el citado artículo. Por este motivo, la premisa legal antes citada fue reglamen-
tada a través del decreto 1523 de 2015, del cual se destacan los siguientes artículos:

Artículo 2.2.2.29.2.2. Los beneficios derivados de la firma del Convenio de Beneficios por 
Colaboración se otorgarán de conformidad con el momento en que el solicitante cumpla 
con los requisitos para marcar su entrada al Programa de Beneficios por Colaboración, en los 
términos del artículo 2.2.2.29.2.3 del presente decreto, de la siguiente manera: 1. Al primer 
solicitante se le otorgará la exoneración total de la multa a imponer. 2. Al segundo solicitante 
se le otorgará una reducción de entre el treinta por ciento (30%) y el cincuenta por ciento 
(50%) de la multa a imponer, de acuerdo con la utilidad de la información y las pruebas 
aportadas en el trámite de la delación. 3. Al tercero y demás solicitantes posteriores se les 
otorgará una reducción de hasta el veinticinco por ciento (25%) de la multa a imponer, de 
acuerdo con la utilidad de la información y las pruebas aportadas en el trámite. Se entenderá 
que la información o pruebas son útiles para la investigación, cuando agreguen valor respecto 
de aquellas con que ya cuenta la Superintendencia de Industria y Comercio, incluidas las 
aportadas por otros solicitantes o delatores. El grado de exigencia para determinar la utilidad 
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de la información o las pruebas será valorado teniendo en cuenta la etapa en que se encuentre 
la actuación administrativa. Artículo 2.2.2.29.2.3. Para efectos de lo previsto en el artículo 
2.2.2.29.2.2 del presente decreto, la solicitud de beneficios por colaboración deberá cumplir 
con los siguientes requisitos: 1. Reconocer la participación en el acuerdo anticompetitivo. 
2. Suministrar información por lo menos sucinta sobre la existencia del acuerdo, su forma de 
operación, el producto involucrado, y los participantes en el mismo.

Con lo anterior, evidentemente, se buscaba que las personas naturales o jurídicas que 
hubieren participado en conductas restrictivas de la competencia confesaran su parti-
cipación y delataran a los demás sujetos activos de la violación. En consonancia con lo 
anterior, la parte motiva del decreto 1523 de 2015, claramente establece la intención 
legislativa y la orienta en tal sentido, así: “[…] atendiendo a la evolución institucional en 
materia de protección de la competencia, las nuevas tendencias internacionales sobre la 
materia, las recomendaciones de la Comisión de Reforma al Régimen de Beneficios por 
Colaboración en Infracciones a la Libre Competencia y las experiencias institucionales 
con ocasión de varios y recientes procesos de delación en investigaciones por presuntas 
infracciones derivadas de acuerdos empresariales, es necesario y conveniente modificar el 
régimen de beneficios por colaboración establecido en el Capítulo 29 del Título 2 de la 
Parte 2 del Libro 2 del decreto 1074 de 2015, con el fin de incentivar el uso de este me-
canismo en la detección y represión de prácticas restrictivas de la competencia, así como 
generar confianza en la utilización de este instrumento jurídico que se ha convertido en 
el más efectivo para las autoridades de la libre competencia en varios países” (28, par. 6).

Sin embargo, el presente artículo, como ya se explicó, pretende exponer que los 
beneficios contemplados en el ordenamiento jurídico no son suficientes para generar 
un verdadero incentivo.

Para ello, se desarrollarán las hipótesis económicas planteadas en el acápite intro-
ductorio, partiendo desde los supuestos previamente expuestos, esto es, entre otros, los 
diez principios de Mankiw.

Ahora, es importante recordar que nos encontramos bajo el supuesto de la racio-
nalidad de los agentes económicos (11, p. 283; 13, p. 278; 14, p. 1). así, las personas 
naturales o jurídicas que hayan tenido participación en acuerdos o conductas restrictivas 
de la competencia y se hallen frente a la disyuntiva de delatar o no delatar, deberán, a fin 
de tomar tal delación realizar un análisis de costos marginales vs. beneficios marginales. 
Por este motivo, tendrán en cuenta escenarios para defender la hipótesis planteada, en 
los que los individuos sean irracionales o tengan racionalidad limitada.

Hipótesis 1: Si existe una investigación en curso por parte de la Superintendencia 
de Industria y Comercio y el ente, en el momento de llegar a los descargos, tiene 
suficientes pruebas para imponer la multa, entonces, solo habrá incentivo suficiente 
para el primer delator.
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Para soportar esta hipótesis, sea lo primero establecer cuál es la oportunidad procesal 
para acogerse al beneficio. entonces, de conformidad con el artículo 2.2.2.29.2.5 del 
decreto 1523 de 2015, el interesado tiene plazo hasta antes del vencimiento del término 
para descorrer el traslado del pliego de cargos. Ahora bien, debe acotarse que la citada 
norma no establece explícitamente el contenido del documento trasladado, empero se 
puede deducir de los pliegos de cargos en las investigaciones de la sic sobre la materia, que 
para ese momento el acusado conoce al menos la siguiente información: la descripción y 
determinación de la conducta investigada, con indicación de las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en que se realizó (imputación fáctica), las normas presuntamente violadas 
y el concepto de la violación, concretando la modalidad específica de la conducta, la 
identificación del autor o autores de la falta, la determinación sobre la calidad en la que 
participaron, esto es, en condición de agentes del mercado o facilitadores, vinculados a 
los agentes de mercado investigados, el análisis de las pruebas que fundamenta cada uno 
de los cargos formulados y lo que hasta el momento se halle acreditado y las posibles 
sanciones a aplicar, información que disminuye en gran medida la incertidumbre sobre 
las posibles resultas de la investigación (29-33).

Lo anterior permite que los agentes racionales valoren adecuadamente el riesgo que 
les representa la indagación en curso. Así, si de los elementos contenidos en la investi-
gación preliminar y que dieron origen al pliego de peticiones se desprende que existen 
pruebas suficientes para la imposición de la sanción pecuniaria, el beneficio será incentivo 
solo para el primer delator, quien recibirá una exención del 100% de la multa, no estan-
do sujeto al criterio subjetivo de que lo aportado a la investigación “agregue valor” (3).

Por el contrario, los siguientes delatores no se verán incentivados a colaborar con 
la indagación, pues estos sí están sujetos al requisito previamente enunciado, lo que 
podría llevar a que, pese a confesar y brindar datos y pruebas al proceso, no se hallen 
beneficiados y sí sancionados, en virtud de la confesión que se requiere para acceder a 
la prerrogativa. un ejemplo de lo anterior se evidenció en el caso de Productos Familia, 
denominado “Caso del Papel Suave”, quienes decidieron participar en el programa de 
beneficios por colaboración en segundo lugar. “No obstante lo anterior, ni Productos 
Familia, ni sus empleados y exempleados, accedieron a los beneficios a los que aspira-
ban ya que, a juicio de la sic, la compañía no colaboró de manera efectiva durante la 
investigación” (27, p. 382).

Así las cosas, los agentes del mercado racionales, que evalúen el costo marginal y el 
beneficio marginal de delatar, existiendo una investigación por parte de la Superintenden-
cia de Industria y Comercio, se verán incentivados a colaborar si y solo si se encuentran 
en una posición en que puedan ser los primeros delatores.

Hipótesis 2: Si existe una investigación en curso por parte de la Superintendencia 
de Industria y Comercio y el ente, en el momento de llegar a los descargos, no tiene 
suficientes pruebas para imponer la multa, entonces, el agente económico no delatará 
ni colaborará con la investigación de forma alguna.
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Antes de entrar a sustentar la hipótesis planteada, conviene recordar que las inves-
tigaciones que dan lugar a la imposición de sanciones pecuniarias por violación a las 
normas de protección a la competencia son de carácter administrativo. En tal sentido, se 
exige “la culpabilidad como elemento necesario que debe concurrir para la imposición 
de una sanción” (34, p. 160), lo que se encuentra estrechamente ligado con el principio 
constitucional de presunción de inocencia (34, p. 160).

Por este motivo, un individuo racional, estando en la disyuntiva de colaborar o no 
con la investigación, analizará el costo marginal de hacerlo (perder aquella práctica que 
les permite restringir la competencia y el acceso al mercado de otros agentes económicos 
y los beneficios económicos que ello representa para el negocio) frente al beneficio de 
no ser sancionado con una multa de la cual, bajo este escenario, no iban a ser acreedores.

Entonces, de no existir pruebas suficientes para que la causa prospere finalmente, no 
habrá incentivo alguno para que los implicados colaboren, en tanto el valor asignado al 
riesgo será cercano a cero. Por el contrario, basados en el principio administrativo antes 
enunciado, será racional guardar silencio y esperar a que la investigación sea archivada.

Hipótesis 3: Si no existe una investigación en curso por parte de la Superintendencia 
de Industria y Comercio, entonces, ningún agente económico delatará o confesará su 
participación en una práctica restrictiva de la competencia.

Esta última hipótesis también se sustenta a partir del principio de culpabilidad y la presun-
ción de inocencia previamente mencionados. Así, sin mayores elucubraciones, acudiendo 
al argumento explicado en la hipótesis 2, un individuo en ejercicio de elegir entre la ya 
tan enunciada disyuntiva y analizando los costos y beneficios marginales del caso, tal 
como se hizo en el supuesto anterior, preferirá, en todos los casos, guardar silencio, en 
lugar de dar origen a una investigación que en principio era inexistente.

concLusiones

Este artículo se ha propuesto realizar un Análisis Económico del Derecho de los beneficios 
por colaboración en las investigaciones sobre prácticas restrictivas de la competencia, 
contenidos en la Ley 1340 de 2009. Dicho estudio se realizó a partir de un enfoque de 
Análisis Económico del Derecho de corte neoclásico, cuyo supuesto principal es la racio-
nalidad de los agentes de mercado. Bajo esta perspectiva, se pretendió determinar cómo 
funcionaría la decisión de delatar o no y, en ese ejercicio, se construyeron tres hipótesis 
que permitieron concluir que los citados beneficios no constituyen incentivo suficiente 
para que los agentes racionales decidan optar por la delación.

A través del análisis de la primera de las hipótesis quedó demostrado que, si existe 
una investigación en curso por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio, y 
el ente, en el momento de llegar a los descargos, tiene suficientes pruebas para imponer 
la multa, entonces, solo habrá incentivo suficiente para el primer delator. Lo anterior, en 
virtud de que el plazo para que el agente de marcado pueda colaborar con la  investigación 
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es hasta antes del vencimiento del término del traslado, momento para el cual conoce 
información suficiente que permite disminuir en gran medida la incertidumbre sobre las 
posibles resultas de la investigación para el primer delator, quien podrá valorar el riesgo 
adecuadamente. Por el contrario, los demás delatores no tendrán forma de evaluar el 
riesgo, pues su aporte al trámite sancionatorio solo será remunerado con exoneración 
parcial en el evento en que “agregue valor” a la investigación, un criterio que puede re-
sultar bastante subjetivo.

El análisis de la segunda hipótesis demostró, a su vez, que, si existe una investigación 
en curso por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio, y el ente, al momento 
de llegar a los descargos, no tiene suficientes pruebas para imponer la multa, entonces, 
el agente económico no delatará ni colaborará con la investigación de forma alguna. 
Dicha hipótesis se soporta en el análisis de costo marginal frente a beneficio marginal 
ante la decisión de colaborar con la investigación. En este entendido, comoquiera que 
la imposición de sanciones pecuniarias por violación a las normas de protección a la 
competencia tiene un carácter administrativo, debe fundarse el principio de culpabilidad. 
Así las cosas, de existir pruebas suficientes de la culpabilidad del agente, este decidirá 
no delatar, pues el beneficio marginal de guardar silencio es mayor que el de colaborar.

El análisis de la tercera hipótesis demostró, con fundamento en los principios de 
culpabilidad y de presunción de inocencia, que, si no existe una investigación en curso 
por parte de la Superintendencia de Industria y Comercio, entonces, ningún agente 
económico delatará o confesará su participación en una práctica restrictiva de la com-
petencia, pues los agentes se verán protegidos por la presunción de inocencia, la cual 
hasta no ser desvirtuada no podrá ocasionar sanción alguna.

En este sentido, solo tratándose de una investigación en curso en la cual la Superinten-
dencia de Industria y Comercio tenga pruebas suficientes para condenar a los implicados 
los beneficios contenidos en la Ley 1340 de 2009 por colaboración en investigaciones 
por prácticas restrictivas de la competencia los agentes estarán dispuestos a delatar, sí y 
solo sí son el primer delator.

El presente artículo demuestra que, si llevamos a cabo un análisis de la eficacia del 
diseño normativo del sistema de delaciones –partiendo de la base de la racionalidad de 
los agentes como de la corriente neoclásica de la Economía nos lo propone– llegaremos 
necesariamente a la conclusión de la insuficiencia de dicho sistema. Así, el sistema actual 
solo se muestra eficaz en los casos en que la sic tenga pruebas suficientes para condenar, 
caso en el que –no sobra llamar la atención sobre ello– no es claro que sea necesario 
ofrecer beneficios a cambio de información.

Entonces, si bien es cierto que nuestro ordenamiento jurídico ha avanzado mucho en 
el diseño de mecanismos para la protección y promoción de la libre competencia desde 
la promulgación de la Constitución, la creación de la sic y la promulgación de la Ley 
1340 de 2009, no es menos cierto que es necesario un mejor diseño institucional de las 
normas que lleve a una mejor regulación, lo cual “permite construir marcos institucionales 
que contribuyen a cumplir sus objetivos, usar de manera eficiente los recursos necesarios 
para su construcción y su funcionamiento, y reducir los costos de transacción ex ante y 
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ex post” (4, sec. 3). Por ello, deberíamos llevar análisis completos de los mecanismos di-
señados, con el objetivo de garantizar que efectivamente contribuyan a la promoción y 
garantía de la misma.

aneXo 1[10]: investiGaciones Por conductas restrictivas  

DE LA COMPETENCIA EN EL PERíODO DE 1 DE AGOSTO  

de 2015 a 13 de FeBrero de 2018. (35)
11

Mes y año Número de 
investigados Decisión Colaboración Resolución Conducta

ago-15 4 Sanciona No 52782 de 2015 Integraciones no informadas

ago-15 2 Archiva No 49830 de 2015 Varios

oct-15 45 Sanciona No 80847 de 2015 Acuerdos

nov-15 4 Sanciona No 91235 de 2015 Acuerdos

mar-16 1 Archiva No 11190 de 2016 Competencia desleal

abr-16 25 Archiva No 20706 de 2016 Acuerdos

may-16 25 Sanciona No 24724 de 2016 Competencia desleal

may-16 23 Sanciona No 26726 de 2016 Acuerdos

may-16 11 Sanciona No 30300 de 2016 Acuerdos

may-16 49 Sanciona Sí 31739 de 2016 Acuerdos

may-16 2 Archiva No 33590 de 2016 Abuso de posición dominante

jun-16 25 Archiva No 35103 de 2106 Competencia desleal

jun-16 6 Sanciona No 38973 de 2016 Integraciones no informadas

jun-16 51 Sanciona Sí 43218 de 2016 Acuerdos

ago-16 30 Sanciona Sí 54403 de 2016 Acuerdos

nov-16 2 Sanciona No 76278 de 2016 Abuso de posición dominante

dic-16 3 Archiva No 90072 de 2016 Abuso de posición dominante

abr-2017 40 Sanciona Sí11 19890 de 2017 Prohibición general

10 Información recolectada de “Decisiones de competencia, Superintendente”, las cuales pueden ser 
consultadas en: http://www.sic.gov.co/decisiones-de-competencia-superintendente?field_comp_su-
per_value%5b0%5D=0&field_organizacion_tid=all&field_conducta_value=all&field_anos_
value%5b0%5D=2016&page=1

11 No obstante, al colaborador se le retiraron los beneficios por haber incumplido con el programa; al 
respecto, ver artículo 27 de la resolución 19890 de 2017 de la superintendencia de sociedades.
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Mes y año Número de 
investigados Decisión Colaboración Resolución Conducta

jun-2017 8 Sanciona No 35120 de2017 Colusión en licitaciones

jul-2017 Sanciona No 39758 de 2017 Prohibición general + 
Colusión en licitaciones 

nov-17 21 Sanciona No 71692 de 2017 Acuerdos

dic-17 19 Sanciona No 81391 de 2017 Acuerdos 

nota: se inicia a partir del mes de agosto de 2015, debido a que el decreto 1523 de 2015 fue publicado en el 
diario oficial de 16 de julio de dicha anualidad.

NOTA 1: En el cuadro se excluyen las decisiones que resuelven recursos de reposición, decretan o excluyen práctica 
de prueba, resuelven sobre medidas cautelares, se imponen sanciones por obstrucción de investigación e incumpli-
miento de instrucciones

nota 2: a 13 de febrero de 2018, la superintendencia de sociedades no había publicado en su página web deci-
siones de fondo por conductas restrictivas de la competencia para el año 2018, por lo que no se pudieron incluir 
datos sobre el año en curso.

NOTA 3: Aquellas resoluciones que sancionan solo a algunos de los investigados, pero se archivan en favor de otros, 
se tabularon como resoluciones sancionatorias.
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